ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 

RADICACIÓN: 66001 31 07 001 2019 00040
 ACCIONANTE: JHON FREDY MESA RIVERA.
ACCIONADA: SANIDAD POLICÍA NACIONAL SECCIONAL RISARALDA
ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN

siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / REQUISITOS / LA RESPUESTA NO TIENE QUE SER FAVORABLE / DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO / CALIFICACIÓN DE PÉRDIDA DE CAPACIDAD PSICOFÍSICA / IMPROCEDENCIA POR REGLA GENERAL DE LA TUTELA PARA CONTROVERTIRLA.
El artículo 29 de la C.N. consagra el derecho fundamental al debido proceso y establece que se aplicará a toda clase de actuaciones, ya sean ellas judiciales o administrativas. Al respecto, la Corte Constitucional señaló que el debido proceso es un derecho de aplicación inmediata (CP art. 85), que en relación con el desarrollo de las actuaciones administrativas, pretende regular el ejercicio de las facultades de la Administración, cuando en virtud de su realización puedan llegar a comprometer los derechos de los administrados…
En la Sentencia T-142 de 2012 , se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición…:
“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 

“b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 

“c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición”. (…)
… la Corte Constitucional señaló que “de la naturaleza de la acción de amparo se desprende, que no es procedente, por regla general, para cuestionar los dictámenes de pérdida de capacidad sicofísica proferidos por las juntas de calificación de invalidez o por los tribunales médicos de revisión, como quiera que el escenario pues escenario judicial para resolver los conflictos que surjan con ocasión de su expedición, es la jurisdicción contencioso administrativa.” (…)
…al señor Mesa Rivera no se le están afectando sus garantías constitucionales, habida cuenta que se pudo verificar que de cada una de las peticiones antes descritas, recibió las respectivas respuestas además, le fue ampliada una de ellas.  Asunto diferente es que el actor no se encuentre satisfecho con lo resuelto y en ese sentido, se debe recordar que para que se materialice el derecho fundamental de petición, la información puesta en conocimiento del peticionario puede ser favorable o no a sus intereses, tal como lo ha resaltado la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia T-369 de 2013…
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, diez (10) de julio de dos mil diecinueve (2019)
Aprobado por Acta No.0623

Hora: 3:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el señor John Fredy Mesa Rivera frente al fallo proferido por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de la ciudad de Pereira, dentro de la acción de tutela que instauró en contra de la Dirección de Sanidad e la Policía Nacional y Jefatura de Sanidad Seccional Risaralda por considerar vulnerado su derecho fundamental al debido proceso administrativo. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. El señor John Fredy Mesa Rivera informó que fue subintendente de la Policía Nacional por 13 años y 8 meses, que el 24 de octubre de 2018 la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional a través de la Regional de Risaralda, le realizó una junta médico laboral por retiro de la institución, la cual quedó consignada en el acta No.10518 de esa fecha.  Sin embargo, como en la misma encontró errores de fondo y de forma, radicó un derecho de petición en Sanidad Regional Risaralda de esa entidad el  8 de febrero del año 2019 donde solicitó que se expidiera una nueva acta de la Junta Médica con la corrección de las irregularidades de forma presentadas en ella como lo fueron establecer cada una de las lesiones, su imputabilidad o determinación de ser enfermedad común o profesional, aclarando que lo que se asigna son índices de lesión y no puntos, así mismo, que al numeral 1-061, literal b le corresponden son 5 índices de lesión y no 4 puntos. De no ser posible lo anterior, que se expidiera un acta aclaratoria o adicional de la Junta Médica Laboral del Acta No.10518 del 24 de octubre de 2018, subsanando lo solicitado en la petición número 2º de la petición.
2.2. El Jefe de Sanidad Risaralda le respondió al actor el 20 de febrero de 2019  que debía presentarse para ser notificado del acta aclaratoria el 25 de febrero siguiente y reclamar a su costa, la documentación solicitada.

2.3. El accionante fue notificado del acta aclaratoria No. 542 del 14 de febrero del año 2019 y recibió parte de la información solicitada.  Al respecto, indicó que dicha acta aclaratoria se limitó indicar que el sistema sí asigna índices de lesión y no puntos; por lo tanto, era un error de transcripción que se subsanaba, aclarando que son índices lo asignado, pero en la misma no se hizo alusión a las otras solicitudes realizadas en torno al aspecto de fondo de la Junta Médica, sin que se hubiera motivado conforme a lo establecido en la Sentencia T-157 de 2012.
2.4. Luego de revisada y analizada la información entregada por el Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, Jefe del Área de Sanidad de Risaralda, el accionante verificó que recibió: i) una copia de la historia clínica del14/06/2018 realizada por la Dra. Adriana Páez del Hospital Universitario San Jorge de esta capital un mes después de su procedimiento quirúrgico, sin siquiera haber realizado el proceso de rehabilitación y ii) una copia de un formato de consulta médica de la Policía Nacional del 19/02/2018 con sello del Dr. Gustavo Cajiao cuando lo que solicitó fue copia de los conceptos médicos emitidos por cada uno de los galenos.

2.5. Debido a lo anterior, el accionante radicó el 23 de abril de 2019 otra petición dando alcance al del 8 de febrero de 2019, en el cual solicitó copia de otros documentos.

2.6.  El actor consideró que así como en el Ejército Nacional, en la Fuerza Aérea y en la Armada Nacional existe un formato establecido para emitir el concepto médico, igualmente, Sanidad de la Policía Nacional debe contar con dicho formato, del cual solicitó que se le proporcionara una copia en su segundo derecho de petición con el fin de establecer si los médicos laborales lo diligenciaron debidamente, si hicieron un análisis del caso en concreto y si las conclusiones se ciñeron a la información allí contenida con el fin de  poder corroborar que lo transcrito en el acta se relaciona con el documento emanado por los galenos de la Junta Médica y así reunir las pruebas en caso de que deba apelar ante el Tribunal Médico, por ser un derecho que le asiste.  Sin embargo, la entidad no le dio copia de los conceptos médicos diligenciados en los formatos de la entidad, sino que lo que recibió fue las copias de las historias clínicas.
2.7.  El 13 de mayo del año 2019, el accionante recibió la comunicación N° S.2019-03035/SECSA-MELAB-3.10 del 10 de mayo del año 2019 con relación a su petición del 23 de abril del presente año y  en la que le informaron que: i) existe un formato que los médicos pueden diligenciar en papel blanco cuando  no hay formatos en papel de seguridad, pero este no se entrega por tener tales características;  ii) los médicos se guían únicamente con los Decretos 049 de 1989 y el 1796 de 2000; iii) que el concepto de los galenos fue rendido en papel común, pues para la época no contaban con papel de seguridad el que reposa en la historia clínica médico laboral, por lo que se debe atender a la respuesta emitida el 8 de febrero de 2019, por ser una solicitud reiterativa; iv) los médicos gozan de total autonomía según lo dispuesto en la Ley 1751 estatutaria de salud. 
2.8. El señor John Fredy Mesa Rivera consideró que la Jefatura de Sanidad de  Risaralda de la Policía Nacional no dio respuesta de fondo, clara, precisa, congruente a los dos derechos de petición impetrados en el entendido que: i) no entregó los conceptos médicos solicitados, ii) no realizó una nueva acta de la Junta Médica donde se motivara la decisión tomada, iii) en el acta no se estableció de forma clara, precisa e inequívoca la imputabilidad de cada una de las seis lesiones de las conclusiones de la Junta Médica.  Con respecto al segundo derecho de petición, manifestó que se cumplió el término de ley para la entrega de las copias solicitadas sin que las hubiera recibido, en especial las de los conceptos médicos, las que según el Mayor Bautista reposan en la historia clínica médico laboral.

2.9.  El actor manifestó que si bien es cierto existe una segunda instancia que se encargaría de verificar sus inconformidades sobre el acta de la Junta Médica  No.10518 del 24 de octubre de 20189, solo podrá saber o plantear su oposición frente a la misma únicamente cuando esté debidamente motivada con fundamentos científicos basados en pruebas objetivas como lo indica la Corte Constitucional y de esa manera se respeten sus derechos fundamentales a la doble instancia, defensa, contradicción, publicidad, igualdad, seguridad, salud  y vida digna.  Además, consideró que la acción de tutela es procedente para evitar un perjuicio irremediable, ya que por sus problemas de salud no ha podido conseguir trabajo, quedando sin asignación mensual por su retiro, sin servicios médicos y aunque su esposa es la que provee lo necesario para el hogar, esta es una carga muy pesada, por lo que se ha afectado su mínimo vital. 
Por lo anterior, solicitó tutelar sus derechos fundamentales de  petición, debido proceso administrativo, defensa y contradicción, valoración de la pérdida de capacidad laboral, seguridad social, mínimo vital, salud, vida digna, derecho al a publicidad y en consecuencia, ser ordene a las entidades accionadas  que dentro de las cuarenta y ocho (48)  horas siguientes a la notificación del fallo, realizara lo que a continuación se relaciona: 

i) Expedir una nueva acta de Junta Médico Laboral donde se de aplicación al precedente jurisprudencial y a las reglas establecidas por la Corte Constitucional para la expedición de las actas de junta médica; es decir, que se motiven las decisiones de la Junta Médica en forma técnico científica y que obedezca a las pruebas obrantes en el expediente médico laboral y la historia clínica, que esto incluya la determinación de la imputabilidad de cada una de las seis lesiones calificadas en forma inequívoca y clara y con el respeto al debido proceso administrativo y de esa forma se proteja el derecho de defensa, contradicción, doble instancia.

ii) Notificar personalmente la nueva acta para poder hacer uso del derecho de contradicción y defensa, en  caso de no estar conforme con las conclusiones de la misma y poder acudir al Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía.

iii) Aclarar sin duda alguna, sin equívocos con claridad meridiana cuál es la imputabilidad de cada una de las seis lesiones calificadas en la Junta Médica No.10518 o en su defecto se realice acta adicional aclaratoria sobre este punto.

iv) Entregar copias de la documentación solicitada en el derecho de petición impetrado con fecha de 8 de febrero de  2019: a) del concepto de neurocirugía del 14/06/2018 de la Dra. Adriana Páez y b) del concepto de cirugía general del 19/02/2018 del Dr.  Gustavo Cajiao.
v) Entregar copias de la documentación solicitada en el derecho de petición impetrado con fecha del 23 de abril de 2019.
2.10.  Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela, visibles en los folios (Fls. 37-92).
2.11.   Mediante auto del 16 de mayo de 2019, el A quo avocó el conocimiento de la presente demanda constitucional y ordenó correr traslado de la misma a los accionantes y vinculó al trámite a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda, a quienes se les concedió un término de dos (2) días para que a partir de la notificación de dicho auto admisorio, se pronunciaran al respecto (Fls. 93). 

2.12. El 20 de mayo de 2019, el accionante allegó un escrito en el juzgado de primer nivel por medio del cual solicitó que se diera aplicación al artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, toda vez que las entidades accionadas no había dado respuesta a la acción de tutela y en consecuencia, se debía amparar los derechos fundamentales invocados (Fls. 100 y 101).

2.13. El 24 de mayo de 2019, el accionante radicó otro escrito en el juzgado de primer grado en el que dio a conocer que el 21 de mayo anterior, había recibido el oficio S-2019-31728-DERIS enunciado como ampliación de respuesta al derecho de petición en el que se le informó que la capacidad médico laboral se encontraba en la “suite visión” con el código  3ML-CP-001 y la realización de la Junta Médico Laboral con código 2ML-PR-0007 y su búsqueda en la suite visión empresarial, basados en esto se encuentra el documentos S-2018-065927 DISAN “lineamientos generales para la realización de la junta médico laboral”, por lo que debía acercarse a la oficina de medicina laboral para sacar copias de los documentos mencionados o indicar un correo electrónico para su envío.  Al respecto, el actor consideró que no estaba de acuerdo con que debe aportar un correo electrónico, en primer lugar porque si la respuesta le llegó por dicho medio, pudieron haber anexado a la misma los documentos requeridos, y segundo, por cuanto en el escrito introductorio de la demanda aportó la dirección  de su correo electrónico, lo que denotaba una falta de gestión de la entidad por no querer entregar las copias solicitadas.
Explicó que tal respuesta solo abarca un solo aspecto de los planteados en sus derechos de petición del 8 de febrero y 23 de abril de 2019, lo que significaba una intención de DERIS de no entregar toda la información solicitada, pese a no tener reserva legal.  Exponiendo nuevamente cada uno de los requerimientos y de la información que no ha recibido al respecto (Fls. 105-108).
Allegó copia de la respuesta contenida en  el oficio S-2019-31728-DERIS del 17 de mayo de 2019 (Fls. 109-111).

2.14.  El 24 de mayo de 2019, el señor Mesa Rivera presentó otro escrito en el juzgado de conocimiento con el fin de pronunciarse frente a la respuesta expedida por la Jefatura de la Sanidad Risaralda de la Policía Nacional de Pereira DERIS, en el que reiteró que persiste la vulneración a sus derechos fundamentales, toda vez que la entidad no ha dado respuesta de fondo a sus pedimentos (Fls. 112-116).
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA 

3.1. DIRECCIÓN DE SANIDAD SECCIONAL RISARALDA  POLICIA NACIONAL
El mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, Jefe Seccional de Sanidad de Risaralda, afirmó que al señor John Fredy Mesa Rivera  se le realizó el proceso de retiro “POR SOLICITUD PROPIA” de acuerdo a la Resolución No.08263 del 26 de diciembre del año 2016 “por la cual se retira del servicio activo a un personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional”, el cual inició el 11 de enero del año 2017 por parte de la autoridad médico laboral Carlos Alberto Carmona Rodríguez quien solicitó conceptos de las especialidades de fonoaudiología, optometría, biopsia de lipoma abdomen y pierna, resultado de resonancia magnética y análisis del antígeno prostático. Posteriormente, el accionante tuvo 4 controles con el médico laboral concluyendo el 18 de julio de 2018 y por lo tanto, fue remitido a la Junta Médico Laboral.

Señaló que no está de acuerdo con lo indicado por el accionante cuando manifestó que no percibe sueldo, toda vez que al solicitar el retiro voluntario de la institución sin contar con los requisitos para tal fin, era conocedor de esa de situación.  Además, no es cierto que se encuentre sin servicio de salud, pues el mismo está afiliado al Subsistema de Salud de la Policía Nacional desde el 19 de febrero de 2019, como beneficiario de su esposa según se puede evidenciar del “pantallazo” que señala fecha de terminación de servicios “31 de diciembre de 2050”.

Adujo que al derecho de petición radicado por el actor el 8 de febrero de 2019, se le dio respuesta el 20 de febrero siguiente, citándolo para notificarle la junta aclaratoria y para reclamar las copias requeridas, para lo cual se acercó el 25 de febrero de 2019 y se le acompañó a la cafetería a sacar las copias solicitadas y el 23 de abril de 2019, el accionante presenta otro derecho de petición solicitando nuevamente las copias entregadas, además de solicitar otro tipo de información.

Aclaró que se realizó junta aclaratoria con respecto a la asignación de índices y no puntos, como lo arrojó  inicialmente el sistema, por lo cual se hizo la aclaración y se le entregaron copias de los siguientes documentos: i) concepto de neurocirugía del 14/06/2018 de la Dra. Adriana Páez, ii) concepto de cirugía general del 19/02/2018 del Dr. Gustavo Cajiao, iii) oficio No.407036 del 07/07/2017 DISN –ARMEL, iv) examen físico del 11/01/2017 del Dr. Carlos Carmona, v) audiometrías tenidas en cuenta para la Junta Médica de retiro No.10518 del 24 de octubre de 2018 y v) de la electromiografía de miembros inferiores del 10/10/2017, las cuales fueron entregadas personalmente al accionante el 25 de febrero de 2019. Los conceptos de audiología y optometría no se hicieron en papel de seguridad por cuanto no había existencia del mismo, los conceptos se realizaron por los especialistas con los conceptos requeridos: diagnóstico, secuelas definitivas, pronóstico, plan de tratamiento, con los criterios que se necesitan para definir la situación médico laboral, lo cual deja establecido de forma unificada que se requiere en los conceptos.
Confirmó que dio respuesta al actor mediante el comunicado oficial S-2019-0300035-DERIS del 10 de mayo de 2019 sobre los lineamientos y directrices conforme a los Decretos 094 de 1989 y 1796 de 2000 y no como lo aseguró el accionante en su escrito “… pensaría uno que el mayor con la falsa respuesta pretende es no entregar información que pudiera considerar sensible a la institución…” , al que se dio ampliación a la respuesta con el oficio No.S-2019-031728 – DERIS, dando a conocer que el proceso de medicina laboral tiene un trámite establecido en un trámite para tal fin.

Explicó que frente a la solicitud de una nueva acta de Junta Médico Laboral, no fue atendida positivamente en su totalidad, por cuanto se hizo una junta aclaratoria con relación a “índices” y no “puntos”, el contenido de la misma está basada en los antecedentes entregados por parte del accionante.  Los índices son asignados de acuerdo a los diagnósticos que fueron calificados y al Decreto 094 de 1989, según los antecedentes y criterios profesionales.
Recalcó que con relación a la imputabilidad del servicio, en el punto D de la Junta Médica Laboral 10518 del 24 de octubre de 2018, está establecido de acuerdo al artículo 24 del Decreto 1796 de 2000, corresponde al literal “por retiro se trata de enfermedad común”.
Expuso que el 6 de noviembre de 2018 se le notificó al actor la Junta Médico Laboral, dándose a  conocer el derecho a convocar Tribunal Médico Laboral en caso de no estar de acuerdo con las decisiones tomadas, a lo cual podía hacer uso dentro de los cuatro (4) meses siguientes a la notificación, según lo dispuesto en el Decreto 1796 de 2000 ante la Secretaría General del Ministerio de Defensa Nacional.   De tal manera, que todo el proceso se hizo en presencia del señor Mesa Rivera y por lo tanto, solicitó negar por improcedente la acción de tutela e igualmente, que se desestimen las pretensiones por los motivos antes expuestos  (Fls. 102-104).
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 27 de mayo del año 2019, el Juzgado 1° Penal del Circuito Especializado de la ciudad de Pereira resolvió lo siguiente (Fls. 117 y 124):

“PRIMERO: Negar por improcedente la acción de tutela interpuesta por el señor JOHN FREDY MESA RIVERA (C.C.9.696.310) contra la JEFATURA DEL ÁREA DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL, SECCIONAL RISARALDA Y LA JUNTA MÉDICO LABORAL de dicha seccional, en lo que respecta al derecho fundamental al debido proceso, por cumplirse el requisito de subsidiariedad para estudiar el asunto.

SEGUNDO: Amparar el derecho fundamental de petición, que le asiste al señor John Fredy Mesa Rivera, mismo que fue conculcado por JEFATURA DEL ÁREA DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL SECCIONAL RISARALDA.

TERCERO: Ordenar a la JEFATURA DEL ÁREA DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL SECCIONAL PEREIRA, que a través de su jefe, Mayor CARLOS ALEXIS BAUTISTA TOLOZA, o quien corresponda, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente decisión, realice entrega de copia del concepto médico rendido por el profesional de la salud GUSTAVO CAJIAO (Cirujano) dentro del proceso de valoración médica laboral surtido al señor JOHN FREDY MESA RIVERA en virtud de su retiro de la institución, el que podrá ser suministrado en físico, a través de correo electrónico con citación para que se reproduzca el mismo a costa del peticionario. (…)”. 

El accionante fue notificado del fallo anterior el  27 de mayo de 2019  (Fl. 128 vuelto).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para impugnar la decisión de primera instancia, el 30 de mayo del año 2019, el señor John Fredy Mesa Rivera, radicó un escrito mediante el cual reiteró que el derecho de petición allegado a la accionada medicina laboral de la seccional Risaralda tenía dos componentes unas copias y una aclaración en torno a la misma Junta Médica con el fin de conocer los elementos de juicio y las motivaciones que llevaron a los tres galenos que firmaron la junta y tomaron la decisión que emitieron con el fin de las razones técnico científicas para asignar o no determinados numerales e índices de lesión, todo esto en concordancia con las sentencias de la Corte Constitucional en las que se establecieron unos elementos mínimos que deben cumplir las juntas de calificación (régimen general o especial), junta regional, nacional, juntas médicas y tribunal médico, para que se respete el debido proceso y realizar una adecuada calificación, según lo dispuesto por la Corte Constitucional en la Sentencia T-175 y demás sentencias a las que hizo alusión.

Consideró que el juzgado de primera instancia no valoró que el acta de la Junta Médica No.10518, se convirtió en un acto netamente discrecional y arbitrario, por lo que se pregunta el actor cómo podrá el Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía  determinar si la actuación y calificación realizada por la Junta Médica es acorde con su estado de salud y a las pruebas allegadas al expediente, si no conoce la motivación de  la Junta Médica conforme al Decreto 094 de 1989, de tal manera, que su valoración fue subjetiva, lo que vulnera su derecho a ser adecuadamente calificado.

Así mismo, relacionó varias de las sentencias de la Corte Constitucional que señalan lo correspondiente al cumplimiento de las normas que regulan la adopción de decisiones por parte de las Juntas de Calificación de Invalidez o las Juntas o Tribunales médicos de la Policía Nacional o de las Fuerzas Militares en el entendido de que para no afectar el debido proceso, los dictámenes deben ser motivados, con pleno sustento probatorio y bajo un diagnóstico integral del estado de salud.

Reiteró que la accionada dio respuesta extemporánea e incompleta, pero la A quo consideró lo contrario, sin tener en cuenta sus manifestaciones contenidas en dos escritos del 21 y 24 de mayo de 2019  radicados en su despacho.

Refutó que el juzgado de primer grado considere que la Junta Médica motivó su decisión y que cualquier inconformidad debe presentarla ante el Tribunal Médico laboral, desconociendo que esa instancia no tiene funciones jurisdiccionales para declarar la nulidad de un acto administrativo de esa junta ni puede ordenarle que vuelva a elaborar una acta, lo que le da razón sobre el desconocimiento de la norma.

Manifestó que la A quo erróneamente indicó que los fundamentos fácticos de la Sentencia T-157 de 2012 no se aplican en su caso, dejando de lado lo sustancial al debido proceso y a la motivación de las actas de Junta Médico Laboral, con fundamento en que el actor hace parte del grupo de personas con discapacidad física, con un  19% de PCL por patologías auditiva por actos propios del servicio y de columna vertebral lumbar.

Mencionó que frente a la petición de que se ordenara una nueva acta aclaratoria de manera real, cierta, clara, inequívoca sobre la imputabilidad de cada uno de los seis diagnósticos calificados en la Junta Médica, el juzgado fallador no hizo alusión pese a que se adjuntaron copias de 3 Juntas Médicas cada una de las Fuerzas Militares para que evidenciara que lo que se estaba pidiendo era mínimo en aras de tener claridad sobre la imputabilidad, las cuales deben tenerse como pruebas por cuanto las Fuerzas Militares y la Policía Nacional están regidas por la misma normatividad en materia médico laboral Decretos 04 de 1989 y  1796 de 2000.

Solicitó: 1. Reconocer la vulneración del derecho fundamental al debido proceso y por lo tanto,  i) revocar parcialmente el fallo de primer grado, ii) ordenar a Medicina Laboral de la Policía Nacional Seccional Risaralda que proceda a expedir nueva acta de Junta Médica donde se motiven las decisiones tomadas, acorde con los lineamientos de la Corte Constitucional y iii) aclarar la imputabilidad para cada de los seis diagnósticos calificados en consonancia cómo lo hacen las Fuerzas Militares,  con el fin de saber las razones de los  que suscribieron la Junta Médica y de esa forma, evaluar si hace uso o no de la segunda instancia ante Tribunal Médico de Revisión Militar y de Policía.

2.  Reconocer  la vulneración a su derecho fundamental de petición y en tal virtud: i) ordenar a la accionada que entregue copia del oficio número S-2018-065927-DISAN "lineamientos para la realización de las juntas médico laborales" y de las demás ordenes, instrucciones o similares expedidas por sanidad de la policía en relación a la realización de las juntas médicas, igualmente entregue copia de "solicitud de concepto dirigida a cada especialista con los criterios que se requieren. 1. Diagnósticos. 2. Secuelas definitivas. 3. Pronostico. 4. Plan de tratamiento dando claramente los criterios que se requieren para definir la situación medico laboral. Lo cual deja establecido de forma unificada lo que se solicita en los conceptos" y demás instrucciones a los especialistas dadas por sanidad dé la policía o por medicina laboral seccional Risaralda (Fls. 123-133).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si en este caso específico se debe revocar parcialmente, tal como lo solicitó el impugnante.
6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  Es decir, que el amparo se encuentra regido por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable.”
6.4.  El artículo 29 de la C.N. consagra el derecho fundamental al debido proceso y establece que se aplicará a toda clase de actuaciones, ya sean ellas judiciales o administrativas. Al respecto, la Corte Constitucional señaló que el debido proceso es un derecho de aplicación inmediata (CP art. 85), que en relación con el desarrollo de las actuaciones administrativas, pretende regular el ejercicio de las facultades de la Administración, cuando en virtud de su realización puedan llegar a comprometer los derechos de los administrados y en la Sentencia T-598 de 2014, indicó lo siguiente:

“De esta manera, el debido proceso administrativo se ha definido como la regulación jurídica que de manera previa limita los poderes de las autoridades públicas y establece las garantías de protección a los derechos de los administrados, de modo que ninguna de sus actuaciones dependa de su propio arbitrio, sino que se encuentren sujetas siempre a los procedimientos previstos en la ley.

En este orden de ideas, por ejemplo, en la Sentencia C-980 de 2010[31], esta Corporación indicó que: “[en este] marco conceptual, la Corte se ha referido al debido proceso administrativo como ‘(i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal’”.
 
Por esta razón, se ha considerado que se presenta una vulneración del citado derecho, cuando son desconocidas las disposiciones a las que ha de sujetarse el desenvolvimiento de una actuación administrativa. Precisamente, en la referida Sentencia C-980 de 2010, esta Corporación señaló que: “el debido proceso administrativo se entiende vulnerado, cuando las autoridades públicas no siguen los actos y procedimientos establecidos en la ley y los reglamentos, y, por esa vía, desconocen las garantías reconocidas a los administrados”. 

6.5.  Con respecto al derecho de petición la Ley 1755 de 2015, señaló lo siguiente en los artículos 13 y 14:

“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.

 

Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.

 

El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores en relación a las entidades dedicadas a su protección o formación.

 

Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. (…)”
6.6. En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.

h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

6.7.  DEL CASO EN CONCRETO

6.7.1. Conforme a los documentos allegados al expediente, se encuentra probado que a raíz del retiro de la Policía Nacional, la Junta Médico Laboral de Policía de Pereira  el 24 de octubre de 2018, expidió el Acta No.10518 por medio de la cual se concluyó que el señor John Fredy Mesa Rivera presentaba una disminución en su capacidad laboral del 19%, por las patologías: A.1 hipoacusia bilateral, A.2. post operatorio disectomia L5-S1, A.3. hemorroides, A.4. pterigio ojo derecho, A.5. sano sin hipertrofia prostática, A.6. cicatriz quirúrgica en abdomen  (Fls. 37-38).  Así mismo, el accionante presentó dos derechos de petición ante el Grupo de Medicina Laboral del Departamento de Risaralda, así: i) con fecha de radicación  del 11 de febrero de 2019 (Fls. 41-48), el cual fue contestado mediante el oficio No.S-2019-010808-DERIS del 20 de febrero de 2019 (Fls. 49-52) y el radicado el 23 de abril de 2019 (Fls. 53-55) junto con los anexos (Fls. 56-68), el cual fue respondido mediante el oficio No.S.2019-030035 del 10 de mayo de 2019 (Fls. 69 y 70).  Sin embargo, el señor Mesa Rivera consideró que sus inquietudes no habían sido satisfechas de manera integral  y por lo tanto, acudió al juez constitucional para reclamar el amparo a sus derechos fundamentales al  debido proceso y de petición, siendo este último salvaguardado en los términos como los consideró la juez de primer nivel.   No obstante, el impugnante  insistió  que tales prerrogativas constitucionales  continuaban siendo transgredidas y por lo tanto, debían ser tuteladas.   
6.7.3. En el caso sub examine, persiste el accionante en que Medicina Laboral de la Policía Nacional Seccional Risaralda debe expedir una  nueva acta de Junta Médica donde se motiven las decisiones tomadas, acorde con los lineamientos de la Corte Constitucional en la Sentencia T-157 de 2012 y otras que relacionó en la impugnación, aclarándose lo respectivo a la imputabilidad para cada uno de los seis diagnósticos calificados en consonancia cómo lo hacen las Fuerzas Militares,  con el fin de saber las razones de los  que suscribieron la Junta Médica y de esa forma, evaluar si hace uso o no de la segunda instancia ante Tribunal Médico de Revisión Militar y de Policía.  Al respecto, la Corte Constitucional ha  señalado en múltiples oportunidades que el debido proceso es una garantía fundamental debe ser respetada en todas las instancias del trámite de calificación de la pérdida de capacidad laboral y en la sentencia antes aludida, dijo lo siguiente:
“El debido proceso, de acuerdo con la jurisprudencia, se materializa en el cumplimiento de las normas que regulan la adopción de decisiones por parte de las juntas de calificación de invalidez o las juntas o tribunales médicos de la Policía Nacional o de las Fuerzas Militares. Al respecto, ésta Corporación ha resumido de la siguiente manera algunas reglas básicas que deben observarse dentro de éste procedimiento administrativo: “i) La solicitud de calificación de pérdida de capacidad laboral sólo podrá tramitarse cuando las entidades hayan adelantado el tratamiento y rehabilitación integral o se compruebe la imposibilidad de su realización, (ii) la valoración completa del estado de salud de la persona cuya invalidez se dictamina o se revisa, para lo cual las juntas deben proceder a realizar el examen físico correspondiente antes de elaborar y sustanciar la respectiva ponencia; y (iii) la Motivación de las decisiones adoptadas por estos organismos, pues deben sustanciar los dictámenes que emiten explicando y justificando en forma técnico científica la decisión que adoptan.” Por último, la Corte también ha señalado que otro de los deberes de las juntas o tribunales médicos laborales, es (iv) garantizar que el interesado goce de los derechos propios de todo interviniente en una actuación administrativa, “especialmente el derecho a controvertir la calificación o valoración médica relativa a la disminución de su capacidad laboral, lo cual determina que se le considere o no como invalido y a que se le otorgue o no la respectiva pensión de invalidez.”

En esa misma sentencia, la Corte Constitucional señaló que: “de la naturaleza de la acción de amparo se desprende, que no es procedente, por regla general, para cuestionar los dictámenes de pérdida de capacidad sicofísica proferidos por las juntas de calificación de invalidez o por los tribunales médicos de revisión, como quiera que el escenario pues escenario judicial para resolver los conflictos que surjan con ocasión de su expedición, es la jurisdicción contencioso administrativa.”  (Subrayas fuera del texto original)
 
6.7.3. Se tiene entonces que el actor fue calificado “por retiro” de la institución por tres doctores que conformaron la Junta  Médico Laboral de la Policía, quienes con base en los conceptos de los diferentes especialistas, concluyeron que al mismo debía otorgársele un porcentaje de disminución de su PCL del 19% por retiro, enfermedad común, dicha decisión fue notificada al accionante y se estableció en el numeral “viii” que en contra de esa acta procedía la convocatoria ante el Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía de la cual podía hacerse uso dentro de los cuatro (4) meses siguientes a la notificación de la misma (Fls. 37-39) y el  accionante fue notificado personalmente el 11 de noviembre de 2018 del contenido del Acta No.10518 emitida por la mencionada junta el 24 de octubre de 2018 (Fl. 40).  Por petición del señor Mesa Rivera, el 14 de febrero de 2019 la Junta Médico Laboral de Policía aclaró el acta No.10518 del 24 de octubre de 2018 (Fl. 50), la cual fue notificada al accionante el 26 de febrero de 2019 (Fl. 51).
6.7.4. De acuerdo al precedente jurisprudencial y conforme a los elementos materiales de prueba que obran en la foliatura, esta Sala observa que en este asunto en específico el señor Mesa Rivera no solo tiene a su disposición el Tribunal Médico Laboral Militar y de Policía para que revise su caso y verifique cada una de  las inconsistencias que considera se encuentran plasmadas en las Actas proferidas por la Junta Médico Laboral de Policía el 24 de octubre de 2018 y el 14 febrero de 2019, sino que cuenta con la jurisdicción contencioso administrativa como mecanismo idóneo para dirimir cualquier conflicto que se origine con ocasión a lo examinado por el mencionado Tribunal Médico, por ser esta la vía donde debió acudir antes de solicitar la intervención del juez de tutela. 
6.7.5. Así las cosas, el juez de tutela no puede inmiscuirse en esa clase de temas como la puesta en conocimiento por parte del actor, máxime que este no acreditó que los mecanismos administrativos y judiciales que tiene para hacer valer sus derechos no resultan  idóneos ni eficaces, como tampoco quedó probado que el actor se encuentra frente a un perjuicio irremediable para que el amparo prosperara de manera transitoria.  Por lo tanto, se concluye que el señor Mesa Rivera no cumplió con el requisito de subsidiariedad de la demanda de amparo según disposición del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, lo que hace improcedente esta vía constitucional para que se estudie si hubo o no motivación dentro de lo determinado por la Junta Médico Laboral de Policía seccional Risaralda o que para que se disponga la convocación de una nueva junta, en los términos, puntuaciones, fundamentos y de acuerdo al formato que han diligenciado  en otras oportunidades el Ejército Nacional, la Armada Nacional o la Fuerza Área Colombiana.
6.7.6. Con relación al segundo pedimento del impugnante, la Sala observa que en el escrito petitorio del 23 de abril de 2019 el señor Mesa Rivera había requerido de la entidad accionada varios documentos entre ellos los siguientes (Fl. 54):
i) Copia de las órdenes, directrices y lineamientos emanados por la Dirección de Sanidad de Policía Nacional y de Medicina Laboral en Bogotá dirigida a la jefatura de Medicina Laboral en Pereira relacionada con cómo calificar las lesiones y cómo realizar la Junta Médica por retiro.

ii) Copia de las instrucciones, directrices, capacitaciones realizadas a los médicos especialistas de la red interna y externa para el adecuado diligenciamiento de los conceptos médicos que deben rendir ellos para los procesos médicos laborales – Juntas Médicas.
Frente a esas dos peticiones,  el Jefe Seccional de Risaralda – Dirección de Sanidad de Pereira contestó mediante el oficio No.S-2019-033035 del 10 de mayo de 2019, respectivamente, lo siguiente  (Fls. 69  y 70):

i) Las autoridades médico laborales a nivel nacional se basan en la normatividad vigente del Decreto 0094 del 11 de enero de 1989 y el Decreto 1796 de 2000.
ii) De acuerdo con la Ley 1751 de 2015, se garantiza la autonomía de los profesionales de la salud para adoptar decisiones sobre el diagnóstico y tratamiento de los pacientes que tienen a su cargo.
Posteriormente, el Grupo de Medicina Laboral DERIS expidió el oficio S-2019-031728-DERIS del 17 de mayo de 2019 por medio del cual se dio ampliación a la respuesta dada al ítem descrito en el numeral “i)”, en el que se dijo que el proceso de medicina laboral se categoriza en el despliegue de tercer nivel “calificación de la capacidad medico laboral” que se encuentra en la “suite visión” con el código  3ML-CP-001,  la realización de la Junta Médico Laboral se encuentra establecida en el procedimiento “Realizar junta médico laboral” con código 2ML-PR-0007, para su búsqueda en la suite visión empresarial se encuentra en el  documento S-2018-065927 DISAN “lineamientos generales para la realización de la junta médico laboral”.  Así mismo, se le indicó al accionante que podía acercarse a la oficina de Medicina Laboral para sacar las copias de los documentos antes mencionados o facilitar un correo electrónico para el envío de los mismos (Fls. 109 frente y vuelto).  

6.7.6.1.  Conforme lo anterior, esta Colegiatura concluye que si bien es cierto la entidad accionada no envió al correo electrónico del señor Mesa Rivera una copia física del documento S-2018-065927 DISAN “lineamientos generales para la realización de la junta médico laboral”, también lo es que se le está dando la posibilidad de encontrar su contenido en la página “suite visión empresarial”, aunado a lo anterior, el actor puede ir a las oficinas de Medicina Laboral para tomar reproducción de los documentos allí mencionados o reiterar a qué dirección electrónica se los pueden enviar. Así mismo, al actor se le explicó cuáles son las normas a las cuales están sujetas las Juntas Médicas para emitir sus conceptos.
6.7.6.2.  De tal manera, que al señor Mesa Rivera no se le están afectando sus garantías constitucionales, habida cuenta que se pudo verificar que de cada una de las peticiones antes descritas, recibió las respectivas respuestas además, le fue ampliada una de ellas.  Asunto diferente es que el actor no se encuentre satisfecho con lo resuelto y en ese sentido, se debe recordar que para que se materialice el derecho fundamental de petición, la información puesta en conocimiento del peticionario puede ser favorable o no a sus intereses, tal como lo ha resaltado la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia T-369 de 2013 cuando dijo que: “la respuesta de la autoridad debe incluir un análisis profundo y detallado de los supuestos fácticos y normativos que rigen el tema, así, se requiere “una contestación plena que asegure que el derecho de petición se ha respetado y que el particular ha obtenido la correspondiente respuesta, sin importar que la misma sea favorable o no a sus intereses”. (Subrayas propias).
Por lo discurrido, esta Sala confirmará el fallo estudiado.

DECISIÓN 

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley, 
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia  proferida el 27 de mayo de 2019  por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira, dentro de la acción de tutela presentada por el señor Jhon Fredy Mesa Rivera en contra del la Dirección de Sanidad e la Policía Nacional y Jefatura de Sanidad Seccional Risaralda. 

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado|
� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 
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